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ACTA DE AUDIENCIA VIRTUAL 

ACTA N°00140 

Tipo de diligencia AUDIENCIA DE LOS ARTS. 77 Y 80 DEL CP DEL T 

No. de Radicado 13001310500420190010000  

Fecha de diligencia 29 de julio de 2020 

Hora de inicio 8:30 a.m. Hora de Cierre 10:00 a.m. 

Demandante PEDRO SAUL ROMERO 

Demandado 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 

Objetivo 

AUDIENCIA CONCENTRADA AUDIENCIA DE CONCILIACION – 

DECISION DE EXCEPCIONES PREVIAS – SANEAMIENTO – 

FIJACION DEL LITIGIO Y DECRETO DE PRUEBAS Y A 

CONTINUACION TRAMITE Y JUZGAMIENTO 

Vinculo a la 

Audiencia 
Para acceder al video de grabación de la audiencia de click AQUI 

 

DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

INSTALACION DE LA AUDIENCIA 

 

Concurre apoderado del demandado. Así mismo la Procuradora 14 Judicial I Delegada ante 

autoridades del trabajo Dra. Dilia Ruiz May 

 

CONCILIACION 

 

No hubo conciliación. No se impone sanción procesal al ninguna de las partes. Se incorpora concepto 

de no conciliación remitido al correo institucional el día 23 de junio de 2020 

 

Concurre apoderado de la parte actora.  

 

DECISION DE EXCEPCIONES PREVIAS Y SANEAMIENTO DEL PROCESO 

 

No fueron propuestas. Se declara saneado el proceso 

 

FIJACION DEL LITIGIO 

 

Se tienen por ciertos los hechos 1, 2, el 3 en cuanto a la existencia de matrimonio entre actor y 

Georgina Catalan Romero, 6 se declaran probados.  

 

Conforme a lo anterior se fija el litigio en los demás hechos de demanda y contestación los cuales 

pueden resumirse así; convivencia entre el actor y su cónyuge, relaciones de dependencia, titularidad 

o no del actor de los incrementos pensionales por persona a cargo reclamados 

 

DECRETO DE PRUEBAS 

 

Parte Demandante 

 

- Documentales; Folio 6 a 22 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

- Testimonios de Livis Catalan Martinez y Eva Gonzalez de Escalante 

 

Parte Demandada 

 

- Documentales; Folios 39 a 54, incluye DVD que contiene expediente administrativo del actor 

- Interrogatorio de Parte  

- Testimonio de Georgina Catalan 

 

Se notifica en estrados, se declara terminada la audiencia del art 77 del CP del T, se constituye el 

despacho en audiencia del art. 80 del CP del T. 

 

PRACTICA DE PRUEBAS. 

 

No concurre el actor. No se impone sanción procesal. 

Apoderado del actor suministra cuenta de correo erikacastillo1220@gmail.com para vincular 

testigo.  Solicita el apoderado alterar los testigos solicitados. El despacho deniega esa solicitud. Y 

requiere a la parte actora para que se suministre número de teléfono de testigos o partes, para recibir 

la declaración. Se hace el intento vía conexión telefónica.  

 

Se cita el contenido del art. 3 del Decreto 806 de 2020, así como el auto de convocatoria a esta 

audiencia, que estableció el deber a las partes de suministrar el canal digital o direcciones 

electrónicas. Y esto no fue agotado.    

 

Se cierra debate. Se escuchan alegatos. 

 

SENTENCIA  

TEMAS: INCREMENTOS PENSIONALES – VIGENCIA – PRESCRIPTIBILIDAD 

 

Problemas Jurídicos 

 

Pj1 ¿Se encuentran vigentes los incrementos pensionales por persona a cargo consagrados en el 

acuerdo 049 de 1990? 

PJ2 ¿acredita el actor los requisitos para acceder a tales incrementos? 

 

TESIS 

 

Se declara la Inexistencia de la Obligación, se atiende la tesis sentencia SU140 de 2019. 

Adicionalmente no se acreditan las condiciones de dependencia. La derogatoria la encontramos en 

todo el cuerpo de la ley 100 de 1993 y no en el libro de pensiones. 

 

PREMISAS NORMATIVAS.  

 

Art. 1, 36, 283 ley 100 de 1993, arts.12, 21 y 22 del acuerdo 049 de 1990; SU- 140 de 2019 el 

despacho atenderá el contenido de la línea jurisprudencial, frente a la derogatoria que plantea; arts., 

60, 61, 145, 151 del CP del T; Arts. 167, 280, 281 de la ley 1564 de 2012 

 

Frente a vigencia incrementos pensionales sentencia 27923 del 12 de diciembre de 2007; SL1585 de 

2015; SL2955-2019; SL3100-2019; frente a dependencia económica Así pues, en cuanto al 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

desarrollo del concepto de dependencia económica, la Sala ha establecido que esta no 

necesariamente debe ser total y absoluta, pues el o la cónyuge o compañero que dependa 

económicamente del otro u otra, puede igualmente devengar sus propios ingresos, pero estos deben 

resultar insuficientes para garantizar su independencia (CSJ SL400-2013, CSJ SL816-2013, CSJ 

SL2800-2014, CSJ SL3630-2014, CSJ SL6690-2014, CSJ SL14923-2014, CSJ SL6390-2016, CSJ 

SL3121-2018).  

 

I. PREMISAS NORMATIVAS 

  

PRECEDENTE JUDICIAL Y AUTONOMIA JUDICIAL -  Tensión 

  

Para reforzar la aplicación práctica del deber de igualdad en la adjudicación y reconocimiento por 

las autoridades de los derechos a las personas, la función jurisdiccional da cuenta de un 

instrumento: el valor vinculante de ciertas decisiones judiciales para la solución de nuevos casos. 

Significa que la regla de decisión de algunas sentencias debe ser aplicada por los jueces y 

tribunales competentes a los casos posteriores que se apoyen en los mismos supuestos fácticos y 

jurídicos. En tal sentido, el precedente jurisprudencial aparece como un mecanismo realizador de 

la igualdad jurídica, pues los ciudadanos pueden contar con que el derecho ya reconocido a una 

persona habrá de serle concedido a otra u otras que se hallaren en la misma situación fáctica y 

jurídica inicialmente decidida. Con todo, en los regímenes jurídicos legatarios de la tradición 

continental europea como el nuestro, se controvierte el sistema de precedentes en el mismo sentido 

de la argumentación del demandante: oponiendo a la obligatoriedad de la jurisprudencia, el 

carácter auxiliar de la misma. En otras palabras, a la obligación judicial de aplicación del 

precedente jurisprudencial -en desarrollo del deber constitucional de adjudicación igualitaria del 

derecho-, se le enfrenta el principio también constitucional de la autonomía judicial frente a las 

decisiones precedentes, con base en el carácter auxiliar de la jurisprudencia y en el sólo 

sometimiento a la ley en el ejercicio de la función judicial prescrito en la en la Constitución. 

  

FUERZA VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA DE ORGANOS JUDICIALES DE 

CIERRE-Jurisprudencia constitucional/DOCTRINA DICTADA POR ORGANOS DE CIERRE 

DE SUS JURISDICCIONES-Alcance y aplicación/JURISPRUDENCIA DE ORGANOS 

JUDICIALES DE CIERRE EN CUANTO A AUTORIDADES CONSTITUCIONALES DE 

UNIFICACION JURISPRUDENCIAL-Alcance 

  

La jurisprudencia constitucional ha considerado el valor de las resoluciones judiciales de los 

órganos judiciales de cierre de las respectivas jurisdicciones frente a decisiones posteriores que 

deban adoptar los jueces y tribunales, es decir, su condición de ‘precedente’. Este asunto plantea 

la antigua discusión sobre la fuerza obligatoria de las sentencias, más allá de las causas para cuya 

resolución fueron dictadas. En otras palabras, si determinadas fallos judiciales, han de erigirse en 

una especie de regla general para la posterior solución de casos semejantes. En la sentencia C-836 

de 2001, la Corte abordó, entre otros, el problema jurídico que el caso presente plantea: si los 

jueces en una jurisdicción deben regirse por los precedentes reconocidos por el órgano de cierre 

de la misma. Con base en el deber constitucional de igualdad de trato, la Corte asumió que: (…) 

en lo que respecta a la actividad judicial, la igualdad de trato que las autoridades deben otorgar a 

las personas supone además una igualdad en la interpretación y aplicación de la ley”; por ello, 

“cuando no ha habido un tránsito legislativo relevante, los jueces están obligados a seguir 

explícitamente la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en todos los casos en que el 

principio o regla jurisprudencial sigan teniendo aplicación”. (Subraya fuera del original). Luego 

mailto:j04lctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


                                                                                

 

 JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO  

DE CARTAGENA. - 

Avenida Pedro de Heredia Sector Amberes, Calle 31  

No.  39-206 - Telefono: 6561573.                                                                                         

j04lctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Código: JLCC - 

13001305                       

Versión: 01 Fecha: 11-01-2019 Página 4 de 9 

 

 

 

 

DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

la Corte Constitucional, en la sentencia C-335 de 2008, refiriéndose en general a las decisiones de 

todos los órganos judiciales de cierre jurisdiccional, reitera el carácter vinculante de la 

jurisprudencia de los órganos de cierre y, al respecto, afirma: Reconocerle fuerza vinculante a la 

jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 

Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, redunda en una mayor 

coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación 

a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes 

garantiza de mejor manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por 

cuanto casos semejantes son fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces 

ordinarios a los precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica 

para el tráfico jurídico entre los particulares. Según este Tribunal Constitucional, la fuerza 

normativa de la doctrina dictada por la Corte Suprema, el Consejo de Estado, el Consejo Superior 

de la Judicatura -sala disciplinaria- y a Corte Constitucional, como órganos de cierre de sus 

jurisdicciones, proviene fundamentalmente: (i) de la obligación de los jueces de aplicar la igualdad 

frente a la ley y de brindar igualdad de trato en cuanto autoridades que son; (ii) de la potestad 

otorgada constitucionalmente a las altas corporaciones, como órganos de cierre en sus respectivas 

jurisdicciones y el cometido de unificación jurisprudencial en el ámbito correspondiente de 

actuación; (iii) del principio de la buena fe, entendida como confianza legítima en la conducta de 

las autoridades del Estado; (iv) de la necesidad de seguridad jurídica del ciudadano respecto de la 

protección de sus derechos, entendida como la predictibilidad razonable de las decisiones 

judiciales en la resolución de conflictos, derivada del principio de igualdad ante la ley como de la 

confianza legítima en la autoridad judicial. Nótese que la fuerza vinculante de las decisiones de las 

denominadas altas cortes surge de su definición constitucional como órganos jurisdiccionales de 

cierre, condición que les impone el deber de unificación jurisprudencial en sus respectivas 

jurisdicciones. El mandato de unificación jurisprudencial, únicamente dirigido a las cortes 

jurisdiccionales de cierre, se erige en una orden específica del Constituyente para brindar cierta 

uniformidad a la interpretación y aplicación judicial del derecho en desarrollo del deber de 

igualdad de trato debido a las personas, mediante la fuerza vinculante de sus decisiones judiciales 

superiores. Así, de la condición de “máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria”, de “tribunal 

supremo de lo contencioso administrativo”, de “guarda de la integridad y supremacía de la 

Constitución” que les fija la Constitución a la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y 

la Corte Constitucional, respectivamente, surge el encargo de unificar la jurisprudencia en las 

respectivas jurisdicciones, tarea implícita en la atribuciones asignadas a la primera como tribunal 

de casación, en la de cierre jurisdiccional de lo contencioso administrativo del segundo, y en la 

función de guardián de la Constitución y de revisor de las decisiones judiciales de tutela de los 

derechos fundamentales que tiene la Corte Constitucional. Y de tal deber de unificación 

jurisprudencial emerge la prerrogativa de conferirle a su jurisprudencia un carácter vinculante. 

En otras palabras, el valor o fuerza vinculante, es atributo de la jurisprudencia de los órganos de 

cierre, quienes tienen el mandato constitucional de unificación jurisprudencial en su jurisdicción. 

 

LA DEROGATORIA ORGANICA 

 

Dicha figura significa la aplicación del criterio de resolución de antinomias de ley posterior y  

se encuentra regulada en los artículos 71 y 72 del Código Civil, así como la Ley 153 de 1887, 

que establecen los tipos de derogatoria de la siguiente manera: 

  

“ARTÍCULO 71. CLASES DE DEROGACIÓN (SIC). La derogación de las leyes podrá ser 

expresa o tácita. Es expresa, cuando la nueva ley dice expresamente que deroga la antigua. 

mailto:j04lctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


                                                                                

 

 JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO  

DE CARTAGENA. - 

Avenida Pedro de Heredia Sector Amberes, Calle 31  

No.  39-206 - Telefono: 6561573.                                                                                         

j04lctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Código: JLCC - 

13001305                       

Versión: 01 Fecha: 11-01-2019 Página 5 de 9 

 

 

 

 

DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

  

Es tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse con las de la 

ley anterior. 

  

La derogación de una ley puede ser total o parcial” 

  
Luego, el artículo 72 ídem, respecto de la derogatoria tácita preceptúa: 

  

“ARTÍCULO 72. ALCANCE DE LA DEROGACIÓN TÁCITA. La derogación tácita deja 

vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello que no 

pugna con las disposiciones de la nueva ley”. 

  

Posteriormente, la Ley 153 de 1887 en el artículo 3° introdujo la derogación orgánica, así: 

  

“ARTÍCULO 3. Estímase insubsistente una disposición legal por declaración expresa del 

legislador, ó por incompatibilidad con disposiciones especiales posteriores, ó por existir una 

ley nueva que regula íntegramente la materia á que la anterior disposición se refería”. 

  

En la sentencia C-159 de 2004 este Tribunal examinó la constitucionalidad de los artículos 71 y 72 

del Código Civil, que prevén la figura de la derogación clasificándola en expresa y tácita, 

declarándolos exequibles; y también se refirió al artículo 3° de la Ley 153 de 1887 que establece la 

derogación orgánica, en el siguiente sentido: 

  

“Estas normas tienen una razón de ser y no implican vulneración de ningún precepto 

constitucional, sencillamente, el Constituyente dejó en cabeza del legislador la facultad de 

interpretar, reformar y derogar las leyes (artículo 150 numeral 1). De tal manera que al 

derogar tácitamente una ley no se está incurriendo en una omisión, sino que por el contrario 

en ejercicio de su función legislativa, el Congreso, decide al crear una nueva ley que las 

disposiciones contenidas en la ley anterior, dejen de aplicarse, siempre y cuando no pueden 

conciliarse con la nueva. 

  

Recuérdese, que una ley solo puede ser derogada por otra de igual o superior jerarquía. 

Además, cuando el legislador crea una nueva ley, tiene en cuenta la realidad del país y la 

conveniencia política y social, es por ello que en algunos eventos la norma derogada que 

cobijó situaciones surgidas bajo su vigencia, sigue produciendo efectos, los que van cesando 

con el paso del tiempo. 

  

Lo anterior no significa que exista una inseguridad jurídica sobre qué norma hay que 

aplicar, pues es claro que “aunque el legislador goza de libertad de configuración, el 

ejercicio de esta facultad no es absoluto ni su ejercicio puede ser arbitrario, en tanto debe 

atender los límites fijados en la Constitución[10], según lo señala el artículo 4º superior al 

consagrar el principio fundamental de supremacía de la Carta Política, en cuya aplicación 

el Congreso no puede ejercer sus potestades sino con observancia de las limitaciones que 

surjan de la Constitución Política. En otras palabras, el legislador goza de libertad para 

señalar las formas propias de cada juicio en la medida en que no ignore en su ejercicio las 

garantías básicas previstas por el Constituyente”.[11] 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

La derogación no siempre puede ser expresa, pues ello implicaría confrontar cada nueva ley 

con el resto del ordenamiento. Es decir, se le exigiría al Congreso una dispendiosa labor 

que no tiene razón de ser, pues la tarea legislativa se concentra en asuntos específicos 

definidos por el propio Congreso, con el objeto de brindar a los destinatarios de las leyes 

seguridad jurídica y un adecuado marco para la interpretación y aplicación de las mismas. 

(v gr. Sentencia C-025 de 1993) 

  

No hay, en consecuencia, razón alguna para sostener que la derogatoria tácita de las leyes, 

quebranta la Constitución. Y por lo mismo, la Corte declarará exequible las disposiciones 

demandadas”. (se destaca lo subrayado). 

  

A partir de lo anterior, la Corte ha clasificado la derogatoria en tres clases 

  

i)    Expresa, cuando el legislador determina de manera precisa el o los artículos que retira del 

ordenamiento jurídico, por lo que no se hace necesaria ninguna interpretación, ya que simplemente 

se cumple una función de exclusión desde el momento que así se establezca; 

  

ii) Tácita, obedece a un cambio de legislación, a la existencia de una incompatibilidad entre la 

anterior y la nueva ley, lo cual hace indispensable la interpretación de ambas leyes para establecer 

la vigente en la materia o si la derogación es parcial o total. Tiene como efecto limitar en el tiempo 

la vigencia de una norma, es decir, suspender la aplicación y capacidad regulatoria, aunque en todo 

caso el precepto sigue amparado por una presunción de validez respecto de las situaciones ocurridas 

durante su vigencia. 

  

Cuando se deroga tácitamente una disposición no se está frente a una omisión del legislador sino 

que al crear una nueva norma ha decidido que la anterior deje de aplicarse siempre que no pueda 

conciliarse con la recientemente aprobada. Así lo ha sostenido la Corte al indicar que la derogación 

no necesariamente es expresa, sino que debe darse por otra de igual o superior jerarquía y de aquella 

surge la incompatibilidad con las disposiciones de la antigua, que suele originarse en una declaración 

genérica en la cual se dispone la supresión de todas las normas que resulten contrarias a la expedida 

con ulterioridad. 

  

iii)   Orgánica, refiere a cuando la nueva ley regula integralmente la materia, que en términos de la 

Corte Suprema de Justicia supone “que la nueva ley realiza una mejora en relación con la ley 

antigua; que aquella es más adecuada a la vida social de la época y que, por tanto, responde mejor 

al ideal de justicia, que torna urgente la aplicación de la nueva ley; [...] que por lo mismo debe ser 

lo más amplia posible para que desaparezcan las situaciones que el propio legislador ha querido 

condenar y evidentemente arrasó con la ley nueva”. 

  

De acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, la derogación se ha definido como “el trámite 

que se utiliza para eliminar la vigencia de una norma válida que pertenece al ordenamiento 

jurídico”.Así, dicho fenómeno tiene como función “dejar sin efecto el deber ser de otra norma, 

expulsándola del ordenamiento” por lo que no se fundamenta en un cuestionamiento sobre la validez 

de la normas, por ejemplo cuando es declarada inexequible, “sino en criterios de oportunidad 

libremente evaluados por las autoridades competentes, y en especial, en relación con las leyes por 

el Congreso. Así la derogación no deriva de conflictos entre normas de distinta jerarquía sino de la 

libertad política del legislador. La derogación no afecta tampoco ipso iure la eficacia de la norma 

derogada, pues en general las situaciones surgidas bajo su vigencia continúan rigiéndose por ella, 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

por lo cual la norma derogada puede mantener su eficacia, la cual poco a poco se va extinguiendo. 

Esto es precisamente lo que justifica que la Corte se pronuncie incluso sobre normas derogadas 

cuando éstas siguen produciendo efectos, con el fin de hacerlos cesar, por ministerio de la 

declaratoria de inexequibilidad, si tales efectos son contrarios a la Carta”. 

  

Así las cosas, la derogación es una figura que determina la existencia de una norma en un 

ordenamiento jurídico. Esa pertenencia de un enunciado prescriptivo es el presupuesto básico 

para iniciar un juicio de validez sobre una disposición de rango legal. Por ello, la Corte ha 

utilizado tal institución para identificar si tiene competencia para examinar la exequibilidad de 

una disposición de rango legal. Para ello, esta Corporación debe verificar la configuración de 

dicho fenómeno estático del derecho y, en caso que se supere dicho presupuesto, se evaluará si 

la previsión normativa continúa surtiendo efectos en el ordenamiento jurídico y, por lo que en 

este evento realizará el correspondiente estudio de constitucionalidad. 

  

“La falta de vigencia de una norma es evidente cuando la derogatoria es expresa y 

esta no continúa prestando efectos jurídicos en el tiempo. Ante esta situación que 

ofrece seguridad jurídica plena, esta Corporación ha inadmitido la demanda por 

carencia de objeto o sustracción de materia, toda vez que la norma ha perdido fuerza 

ejecutoria, al ser excluida del ordenamiento jurídico. 

  

No obstante, cuando la derogatoria es tácita, ya sea por la expedición de una norma 

posterior que es contraria a la anterior o por la entrada en vigor de una regulación 

integral sobre la misma materia, es necesario, vía interpretativa determinar si ha 

operado este fenómeno. En tal caso, si la norma en juicio continúa prestando efectos 

jurídicos es imperativo realizar el análisis correspondiente, pues la denominada 

carencia actual de objeto o sustracción de materia no siempre debe conducir a una 

decisión inhibitoria, pues en el evento en que la norma cuestionada haya perdido su 

vigencia formal, es probable que, desde el punto de vista material, la misma siga 

produciendo efectos jurídicos o, lo que es igual, continúe proyectándose 

ultractivamente. Este fenómeno normativo, sin lugar a duda es fuente generadora de 

incertidumbre jurídica.” 

 

Ley 100 de 1993 art. 1;  

 

ARTÍCULO 1o. SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL. El sistema de seguridad 

social integral tiene por objeto garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad 

para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las 

contingencias que la afecten. 

 

El sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y los recursos 

destinados a garantizar la cobertura de las prestaciones de carácter económico, de salud y servicios 

complementarios, materia de esta Ley, u otras que se incorporen normativamente en el futuro. 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

Es así que esta judicatura califica de errado la línea de análisis del Tribunal de casación; es así que 

en la sentencia 21517 de 2005, se expresa; : 

 

“Ahora bien, los artículos 34 y 40 de la ley 100 de 1993 regularon lo atinente a los montos de las 

pensiones de vejez e invalidez respectivamente, pero nada dispusieron respecto a los incrementos 

que consagraba la legislación anterior, por lo cual es razonable inferir que estos aún perduran en 

la actualidad, ya que no son contrarios a la nueva legislación y simplemente la adicionan o la 

complementan, tal como lo hacían en el régimen anterior 

 

“Y es que la transición consagrada en el artículo 36 opera para la pensión de vejez y los incrementos 

aquí reclamados, al no formar parte de ella, mal podrían ser objeto del dicho régimen, lo que 

corrobora el concepto de que no fueron derogados sino que se encuentran vigentes, porque su 

existencia es independiente de la pensión misma”. 

 

Y más adelante expresa;  

 

Es verdad que los incrementos de las pensiones no estan involucrados en la mencionada Ley 100, 

pero ello no significa que pierdan su vigencia; por el contrario, si tal normatividad no los reguló, 

no quiere decir que los hubiera derogado, entones en ese orden conservan su pleno vigor. 

 

Más adelante nos recuerda que los Arts. 31, 34 y 40 de la Ley 100 no dispusieron nada respecto a 

los mencionados incrementos. Pero no explica su confusión con el Art. 36 del régimen general de 

pensiones que retrotrajo el régimen anterior, o sea, el del Acuerdo ISS 049 de 1990 que se aplica a 

todos quienes reúnan las condiciones fijadas por dicha normatividad. 

 

Finalmente, el recurrente aduce una indebida aplicación del Art. 289 de la Ley 100 de 1993, pues 

dicha norma según su entender derogó todas las disposiciones que le fueran contrarias. Sin embargo, 

los incrementos a las pensiones para los beneficiarios del régimen del acuerdo I.S.S. 049 de 1990, 

ya por derecho propio o por el de transición no pueden ser contrarias, por reconocimiento expreso 

de la misma norma al decir que esta “salvaguarda los derechos adquiridos” (subrayas y negrillas de 

la ponencia). 

 

Por lo que entonces la interpretación que dio la corte no se adecua a las diversas formas de 

derogación, conforme a lo arriba expresado, y debió extender su análisis a todo el compendio de la 
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DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

ley 100, y no limitarse al estudio al libro de pensiones. Puesto que el incremento por persona a cargo 

no comparte la naturaleza de ser un derecho pensional, y se asimila más en su carácter a un beneficio 

adicional o en voces de la ley 100 un servicio complementario de carácter economico.  

 

PREMISAS FACTICAS 

 

No se acredita causación del derecho antes del 1 de abril de 1994. El actor no cumple los supuestos 

para disfrutar de dicho beneficio.   

 

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Cartagena de Indias, administrando Justicia en nombre 

de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION 

propuesta por la demandada COLPENSIONES, y en consecuencia absolverla de las pretensiones de 

la demanda propuesta  

SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte vencida. Se imponen agencias en derecho en cuantía 

equivalente a Un (1) SMLMV a la fecha de ejecutoria de esta providencia en beneficio 

COLPENSIONES. 

 

No se formula recurso de apelación, se remiten los presentes asunto en el grado jurisdiccional de 

consulta ante el Tribunal Superior de Distrito Judicial – Sala Laboral.  

Se notifica en estrados, se da por terminada la diligencia.  

 

 

JORGE ALBERTO HERNANDEZ SUAREZ 

Juez Cuarto Laboral del Circuito de Cartagena 
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